
BOE núm. 111 Suplemento Martes 10 mayo 2005 47

estimó la concurrencia de los elementos objetivos y sub-
jetivos del injusto sobre la base de una nueva valoración 
probatoria de la documental obrante en los autos (lo cual 
era constitucionalmente lícito), pero también en la apre-
ciación de medios de prueba «personales» (las declara-
ciones realizadas por los acusados en descargo en la pri-
mera instancia), sin que la Sala de apelación estimara 
necesaria la celebración de vista oral en la segunda ins-
tancia en la cual debería haber oído por sí misma las ver-
siones exculpatorias de los acusados. Por tanto, al haber 
valorado sin inmediación ni contradicción esos medios de 
prueba orales, ha vulnerado el derecho de los recurrentes 
a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE).

Al igual que en las mencionadas Sentencias la consta-
tación de la anterior vulneración determina que nuestro 
enjuiciamiento deba detenerse en este punto, sin analizar 
la otra alegación formulada respecto de la presunta lesión 
del derecho a la presunción de inocencia, porque «con-
forme a la doctrina de este Tribunal, en aquellos casos 
como el presente en que, al margen de las pruebas no 
susceptibles de valoración por el Tribunal ad quem, exis-
ten otras. válidamente practicadas, lo procedente es orde-
nar la retroacción de las actuaciones judiciales al momento 
inmediatamente anterior al de dictar la Sentencia recu-
rrida en amparo,a fin de que sea el órgano judicial compe-
tente quien decida si con las pruebas que subsisten en el 
proceso mantiene su conclusión condenatoria o, por el 
contrario, decide revisarla» (STC 40/2004, FJ 7, con cita de 
las SSTC 200/2002, de 28 de octubre, FJ 7; 230/2002, de 9 
de diciembre, FJ 9; 189/2003, de 27 de octubre, FJ 6; 10/2004, 
de 9 de febrero, FJ 8; 12/2004, de 9 de febrero, FJ 4). Pro-
cede, pues, retrotraer las actuaciones al momento inme-
diatamente anterior al de dictarse la Sentencia recurrida 
en amparo, a fin de que la Audiencia Provincial dicte una 
nueva Sentencia respetuosa con el derecho fundamental 
vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar, parcialmente, la demanda de amparo presen-
tada por don Leoncio de Frutos Salvador, don Miguel 
Ángel de Frutos Pecharromán, don Jorge de Frutos Pecha-
rromán, don Rubén de Frutos Pecharromán y don César 
de Frutos Pecharromán y, en su virtud:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho de los recu-
rrentes a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE).

2.º Restablecerlos en su derecho y, a tal fin, anular la 
Sentencia de la Sección Decimoquinta de la Audiencia 
Provincial de Madrid de 7 de octubre de 2002, en lo refe-
rente a la condena de los demandantes de amparo, retro-
trayendo las actuaciones al momento procesal oportuno 
para que pueda llegar al pronunciamiento de una nueva 
Sentencia respetuosa con el derecho fundamental vulne-
rado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de abril de dos mil cinco.–
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 7521 Sala Segunda. Sentencia 79/2005, de 4 de abril 
de 2005. Recurso de amparo 7121-2002. Pro-
movido por Supermercado Mercacentro, S.L., 
respecto de la Sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Canarias que estimó su recurso 
de apelación y desestimó su demanda por 
infracción de la normativa sobre comercio 
minorista. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): Sentencia de 
apelación que no resuelve el fondo del conten-
cioso porque el escrito del recurso contra la 
inadmisión decretada en la instancia se remitió 
a la demanda.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7121-2002, promovido 
por Supermercado Mercacentro, S.L., representado por el 
Procurador de los Tribunales don Jorge Deleito García y 
asistido por el Letrado don José María Jiménez Sanjuas, 
contra la Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de 18 de octubre de 2002 del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias. Ha intervenido 
el Ministerio Fiscal y ha comparecido la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma de Canarias repre-
sentada por la Letrada del Servicio Jurídico del Gobierno 
de Canarias doña Sol Tejada Enríquez. Ha sido Ponente la 
Magistrada doña Elisa Pérez Vera, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1.  Por escrito registrado en este Tribunal el 13 de 
diciembre de 2002 don Jorge Deleito García, Procurador 
de los Tribunales, en representación de la entidad mercan-
til Supermercado Mercacentro, S.L., interpuso recurso de 
amparo contra la resolución judicial a la que se hace refe-
rencia en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda 
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El 11 de diciembre de 2000 la entidad ahora recu-
rrente en amparo interpuso recurso contencioso-adminis-
trativo contra la Orden del Consejero de Industria y 
Comercio de Canarias de 20 de septiembre de 2000 por la 
que se le impone una sanción por infracción de la norma-
tiva sobre comercio minorista.

b) El Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 1 de las Palmas declaró la inadmisibilidad del 
recurso por haberse interpuesto el recurso contencioso-
administrativo fuera de plazo.

c) Contra esta Sentencia se interpuso recurso de 
apelación.

d) Por Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, 
con sede en las Palmas, se estimó parcialmente el recurso. 
Según se sostiene en esta Sentencia el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por el recurrente ante el 
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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de las 
Palmas no era extemporáneo, ya que el 10 de diciembre 
de 2000, último día de plazo, era domingo; en consecuen-
cia, revoca el pronunciamiento de inadmisibilidad. Por lo 
que se refiere al fondo del asunto, la Sala considera que el 
recurso debe desestimarse por no haber expuesto el 
recurrente en el recurso de apelación los fundamentos de 
la pretensión ejercitada, pues en el escrito por el que for-
muló el recurso de apelación se remitió, en lo que res-
pecta a esta cuestión, a lo alegado y probado en primera 
instancia.

3. El recurrente aduce que la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia, cuando 
desestimó el recurso contencioso-administrativo por con-
siderar que no había expuesto en apelación los funda-
mentos de la pretensión ejercitada, acudiendo «al irregu-
lar expediente de remitirse a lo alegado y probado en 
primera instancia», ha efectuado una interpretación de los 
requisitos procesales excesivamente formalista que le ha 
impedido obtener una respuesta sobre el fondo del 
asunto y que, por este motivo, ha lesionado el derecho 
fundamental que consagra el art. 24.1 CE. Aduce el 
demandante que en el recurso de apelación se remitió a 
lo expuesto en su escrito de demanda en lo relativo a las 
cuestiones de fondo planteadas en el recurso conten-
cioso-administrativo, ya que, al haber quedado imprejuz-
gadas en la instancia estas cuestiones –el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo no entró en el fondo del 
asunto al apreciar una causa de inadmisibilidad–, las pre-
tensiones de su demanda y las del recurso de apelación 
sobre estas cuestiones eran las mismas y podían consta-
tarse fehacientemente con la simple lectura de la 
demanda. Por esta razón, en lugar de reproducir literal-
mente los hechos y fundamentos de Derecho que consta-
ban en la demanda, en el recurso de apelación se solicitó 
que se tuvieran por reproducidos los expuestos en dicho 
escrito y en el de conclusiones. A su juicio, tal forma de 
proceder puede ser irregular, pero no puede tener como 
consecuencia la desestimación del recurso por este 
motivo, sin ni siquiera haberle otorgado la posibilidad de 
subsanar el defecto apreciado, pues ello supone, a su juicio, 
incurrir en una apreciación rigorista de los requisitos forma-
les que lesiona el derecho consagrado en el art. 24.1 CE.

4. Por providencia de la Sala Segunda de 18 de 
marzo de 2004, de conformidad con lo dispuesto con el 
art. 11.2 LOTC, se acordó admitir a trámite el presente 
recurso de amparo. Asimismo, en aplicación de lo dis-
puesto en el art. 51 LOTC, se resolvió dirigir atenta comu-
nicación a la Sección Primera de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Canarias, a fin de que, en un plazo que no exceda de diez 
días, remita certificación o fotocopia adverada de las 
actuaciones correspondientes al recurso de apelación 
núm. 72-2002 y al Juzgado de lo Contencioso-Administra-
tivo núm. 1 de las Palmas, para que en el mismo plazo 
aporte certificación o copia adverada de las actuaciones 
correspondientes al recurso contencioso-administrativo 
núm. 541-2000, debiendo emplazar previamente a quie-
nes hubieran sido parte en ese procedimiento, con excep-
ción del recurrente en amparo, para que en un plazo de 
diez días, si lo deseaban, pudiesen comparecer en este 
recurso de amparo.

5. Por escrito registrado en este Tribunal el 28 de 
mayo de 2004 la Letrada del Servicio Jurídico del 
Gobierno de Canarias se personó en este recurso de 
amparo.

6. Por diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Segunda de 17 de junio de 2004 se 
acordó, por una parte, tener por personado y parte en el 
procedimiento a la Sra. Letrada del Servicio Jurídico del 
Gobierno de Canarias en nombre y representación de la 

Administración pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias; y por, otra, de conformidad con lo previsto en el 
art. 52.1 LOTC, dar traslado de las actuaciones a las partes 
personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común de 
veinte días para que en este plazo, si lo consideraban per-
tinente, formulasen alegaciones.

7. El 8 de julio de 2004 el Ministerio Fiscal presentó 
su escrito de alegaciones. A su juicio debe darse la razón 
a la entidad recurrente y, en consecuencia, otorgar el 
amparo solicitado. El Ministerio público considera que, 
aunque es cierto que, por regla general, un recurso devo-
lutivo no debería limitarse a reproducir lo alegado en la 
instancia, esta regla resulta de aplicación en los supues-
tos en los que la Sentencia recurrida ha resuelto el fondo 
de la pretensión, ya que el recurso cumple la función de 
evidenciar las razones de la discrepancia con la resolu-
ción recurrida. Por ello entiende que, como en el presente 
caso el juzgado se limitó a apreciar la extemporaneidad 
del recurso sin resolver, en consecuencia, el fondo de la 
pretensión, la parte apelante desarrolló de forma ade-
cuada las razones por las que estimaba errónea la decla-
ración de extemporaneidad y dio por reproducidas las 
alegaciones que, en relación con el fondo, había formu-
lado en la instancia y que se encontraban a disposición de 
la Sala. En tales circunstancias el órgano judicial no puede 
desestimar el recurso por falta de fundamentación, pues 
ello supone una negativa injustificada a resolver la cues-
tión principal que lesiona el derecho del ahora recurrente 
en amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE); por 
esta razón interesa el otorgamiento del amparo solici-
tado.

8. El recurrente en amparo presentó su escrito de 
alegaciones el 19 de julio de 2004. Aduce el demandante 
que el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el 
art. 24.1 CE comprende ineludible y esencialmente el 
derecho a obtener de los órganos judiciales una resolu-
ción razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las 
pretensiones deducidas por las partes en el proceso. Tam-
bién alega que los órganos judiciales están constitucio-
nalmente obligados a aplicar las normas que regulan los 
requisitos y presupuestos procesales teniendo siempre 
presente el fin perseguido por el legislador al establecer-
los, evitando cualquier exceso formalista que los con-
vierta en obstáculos procesales impeditivos del acceso a 
la jurisdicción que garantiza el art. 24.1 CE, al ser doctrina 
constitucional reiterada que las decisiones de inadmisión 
que por su rigorismo o formalismo excesivo o por cual-
quier otra razón pongan de manifiesto una desproporción 
entre los fines que aquellas causas pretenden y los intere-
ses que sacrifican son contrarias al derecho fundamental 
que el referido precepto constitucional consagra.

Por todo ello considera que, aun cuando la remisión 
realizada en el escrito de interposición del recurso de ape-
lación a lo alegado y probado en la instancia como funda-
mento de la pretensión ejercitada pudiera entenderse 
como una forma impropia de fundamentar el recurso, 
este hecho no puede conducir en ningún caso a la deses-
timación del recurso por este motivo, ya que, en contra de 
lo que se sostiene en la Sentencia impugnada, el recurso 
se encontraba fundamentado por remisión a lo alegado y 
probado en la primera instancia, que la Sala tenía a su 
disposición. Por otra parte alega que, aun en el supuesto 
de que se considerara que la remisión efectuada era un 
defecto de forma, tal defecto sería un defecto subsanable. 
Se invoca, por último, el principio pro actione, conclu-
yendo su escrito solicitando que se dicte Sentencia esti-
matoria del amparo.

9. Por diligencia del Secretario de Justicia de la Sala 
Segunda de 30 de julio de 2004 se hace constar que el 
Letrado de la Comunidad Autónoma de Canarias no ha 
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efectuado alegaciones en el trámite otorgado a estos 
efectos en virtud del art. 52 LOTC.

10. Por providencia de 31 de marzo de 2005 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 4 de abril del mismo año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como se ha indicado en los antecedentes de esta 
Sentencia, la entidad ahora recurrente en amparo formuló 
recurso de apelación contra la Sentencia dictada por el 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de las 
Palmas por la que se había declarado la inadmisibilidad 
del recurso contencioso-administrativo por extemporá-
neo. A través de este recurso se solicitó, por una parte, la 
revocación del pronunciamiento de inadmisibilidad adu-
ciendo que el recurso había sido interpuesto en plazo y, 
por otra, que, en virtud de lo dispuesto en el art. 85.10 de 
la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, la Sala resolviera sobre la cuestión de fondo, remi-
tiéndose, a estos efectos, a los hechos y fundamentos de 
Derecho contenidos en sus escritos de demanda y conclu-
siones. La Sala estimó parcialmente el recurso de apela-
ción, revocó la declaración de inadmisibilidad y deses-
timó el recurso contencioso-administrativo por falta de 
fundamentación, pues consideró que, al haberse limitado 
el actor en su escrito de apelación a remitirse a lo alegado 
y probado en primera instancia, no había cumplido con 
tal exigencia.

El recurrente aduce que esta resolución desestimato-
ria efectúa una interpretación de los requisitos procesales 
excesivamente formalista que le ha lesionado el derecho 
a la tutela judicial efectiva. El Ministerio Fiscal también 
considera que la Sentencia impugnada vulnera el derecho 
consagrado en el art. 24.1 CE y por esta razón interesa del 
Tribunal el otorgamiento del amparo solicitado.

2. De acuerdo con la doctrina reiterada de este Tribu-
nal el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en
el art. 24.1 CE comporta, como contenido esencial y pri-
mario, el de obtener de los órganos jurisdiccionales inte-
grantes del Poder Judicial una resolución razonada y 
fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones 
oportunamente deducidas por las partes; todo ello sin 
perjuicio de que, al ser el derecho que consagra el art. 
24.1 CE un derecho prestacional de configuración legal, 
su ejercicio y dispensación están supeditados a la concu-
rrencia de los presupuestos y requisitos que haya estable-
cido el legislador para cada sector del ordenamiento pro-
cesal (por todas, STC 172/2002, de 30 de septiembre, FJ 3). 
De ahí que sea también reiterada la doctrina constitucio-
nal en la que se sostiene que el derecho a la tutela judicial 
efectiva se satisface igualmente cuando los órganos judi-
ciales pronuncian una decisión de inadmisión o mera-
mente procesal, apreciando razonadamente la concurren-
cia en el caso de un óbice fundado en un precepto expreso 
de la Ley que, a su vez, sea respetuoso con el contenido 
esencial del derecho fundamental (por todas STC 172/2002, 
de 30 de septiembre, FJ 3), lo que impide, dado que en 
este ámbito el principio pro actione resulta de aplicación 
en toda su intensidad, que la normativa procesal se inter-
prete de forma rigorista, excesivamente formalista o des-
proporcionada en relación con los fines que preservan 
(SSTC 207/1998, de 26 de octubre, FJ 3; 63/1999, de 26 de 
abril, FJ 2; 172/2002, de 30 de septiembre, FJ 3; 184/2004, 
de 2 de noviembre, FJ 3; entre otras muchas). Todo ello sin 
perjuicio de que, como entre otras muchas se afirma en la 
STC 19/2003, de 30 de enero, FJ 2, este criterio antiforma-
lista no puede conducir a prescindir de los requisitos que 
se establecen en las Leyes y que ordenan el proceso en 
garantía de los derechos de todas las partes, sin que el 
principio pro actione deba entenderse tampoco como la 
forzosa selección de la interpretación más favorable a la 

resolución del problema de fondo de entre todas las posi-
bles que lo regulan.

3. En el presente caso, como se ha indicado, nos 
encontramos ante un supuesto en el que la Sala ha deses-
timado el recurso contencioso-administrativo sin pronun-
ciarse sobre la cuestión de fondo planteada por entender 
que el recurrente, al limitarse a pedir en su escrito de ape-
lación que se tuvieran por reproducidos los hechos y fun-
damentos de derecho expuestos en los escritos presenta-
dos en la primera instancia (escrito de demanda y 
conclusiones), no lo había fundamentado. Conviene seña-
lar que, aunque la Sentencia impugnada haya recaído en 
un recurso de apelación, al no haberse efectuado en pri-
mera instancia un enjuiciamiento de las pretensiones 
aducidas en la demanda por haber apreciado una causa 
de inadmisibilidad, y haberse desestimado el recurso de 
apelación sin pronunciarse sobre el fondo del asunto, nos 
encontramos en el ámbito del derecho de acceso a la 
jurisdicción (STC 238/2002, de 9 de diciembre, FJ 2), lo 
que conlleva, de acuerdo con la doctrina expuesta, que el 
principio pro actione resulte de aplicación en toda su 
intensidad.

En consecuencia, la decisión del órgano judicial de no 
entrar a examinar el fondo del asunto por considerar que 
el recurso no se encontraba fundamentando debe consi-
derarse formalista y desproporcionada. Debe tenerse en 
cuenta que lo que la Sala exige al recurrente no es que 
fundamente su recurso, sino que incorpore al escrito del 
recurso las argumentaciones expuestas en sus anteriores 
escritos, que constan en las actuaciones y a las que expre-
samente se remite. En este supuesto, al haber quedado la 
cuestión de fondo imprejuzgada en primera instancia, los 
argumentos expuestos por el recurrente en su escrito de 
demanda y conclusiones no pudieron ser desvirtuados 
por la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo, por lo que no admitir la fundamen-
tación por remisión de la cuestión de fondo efectuada en 
el recurso de apelación no es sólo, como acaba de seña-
larse, una decisión excesivamente formalista –la falta de 
la formalidad exigida no impedía al órgano judicial cono-
cer las alegaciones en las que el recurrente fundamentaba 
su pretensión, pues para ello le hubiera bastado con acu-
dir a las actuaciones que obraban en su poder–, sino tam-
bién, y como consecuencia de ello, desproporcionada, en 
cuanto que priva al recurrente de obtener un pronuncia-
miento sobre el fondo de la cuestión planteada, en virtud 
de una exigencia formal cuyo incumplimiento no impide 
que pueda producirse el fin que a través de la misma se 
pretendía conseguir (conocer la argumentación en la que 
se fundamentaba el recurso).

Por todo ello, el órgano judicial, al considerar que en 
este caso el recurrente tenía la carga de volver a reiterar 
las alegaciones ya expuestas en sus anteriores escritos y 
desestimar el recurso por este motivo ha lesionado el 
derecho fundamental que consagra el art. 24.1 CE.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Estimar el amparo interpuesto por Supermercado 

Mercacentro, S.L., y, en su virtud:
1.º Declarar vulnerado el derecho a la tutela judicial 

efectiva de la entidad recurrente en amparo (art. 24.1 CE).
2.º Restablecerla en su derecho y, a tal fin, anular la 

Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias, de 18 de octu-
bre de 2002, recaída en el recurso de apelación núm. 72-2002, 
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retrotrayendo las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior a dictar Sentencia con el fin de que por la Sala se 
pronuncie otra, compatible con el derecho que consagra 
el art. 24.1 CE, sobre el fondo del recurso contencioso-
administrativo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de abril de dos mil cinco.–
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 7522 Sala Segunda. Sentencia 80/2005, de 4 de abril 
de 2005. Recurso de amparo 979-2003. Promo-
vido por Comisiones Obreras y Unión General 
de Trabajadores frente a las Sentencias del Juz-
gado de lo Social de Huesca y del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón que desestima-
ron su demanda contra Luna de Equipos 
Industriales, S.A. 

Vulneración del derecho de huelga: fijación de 
servicios de mantenimiento y seguridad dirigi-
dos a mantener el centro de trabajo abierto y 
en orden; derecho al trabajo de otros trabaja-
dores (STC 11/1981).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 979-2003, promovido 
por las centrales sindicales Comisiones Obreras y Unión 
General de Trabajadores, representadas por la Procura-
dora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega y bajo la 
asistencia de los Letrados don Víctor Castillón Miranda y 
don Fernando de Miguel Herrera, contra la Sentencia de la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón, de 22 de enero de 2003, que desestima el recurso 
de suplicación núm. 1390-2002, interpuesto contra la Sen-
tencia del Juzgado de lo Social núm. 1 de Huesca, de 25 
de octubre de 2002, recaída en autos núm. 430-2002 sobre 
tutela de derechos fundamentales. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Vicente Conde Martín de Hijas, quien expresa el parecer 
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 21 de 
febrero de 2003 la Procuradora de los Tribunales doña 
Isabel Cañedo Vega, en nombre y representación las Cen-
trales Sindicales Comisiones Obreras y Unión General de 
Trabajadores, interpuso demanda de amparo constitucio-
nal contra la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón, de 22 de enero de 2003 
(recurso núm. 1390-2002), por entender que vulnera el 
art. 28.2 CE.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación de 
hechos que a continuación se expresa:

a) El día 24 de septiembre de 2002 los sindicatos CC OO 
y UGT presentaron, ante el Juzgado de lo Social de 
Huesca, demanda sobre tutela de la libertad sindical y 
derechos fundamentales dirigida a la empresa Luna de 
Equipos Industriales, S.A., dando lugar al procedimien-
to 430-2002, en el que, como es preceptivo, fue parte el 
Ministerio Fiscal. La controversia suscitada estaba refe-
rida a la extensión y composición de los servicios míni-
mos designados por la mencionada empresa en sus cen-
tros de trabajo de Huesca y Almudévar para el día 20 de 
junio de 2002, fecha en la que las centrales sindicales CC OO 
y UGT habían convocado a toda la población asalariada 
del país a una huelga general. La demanda fue desesti-
mada a través de Sentencia del Juzgado de lo Social de 
Huesca de 25 de octubre de 2002, que fue confirmada por 
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón
de 22 de enero de 2003 (recurso de suplicación núm. 
1390-2002). No consta la existencia de otra Sentencia, 
recaída en asunto sustancialmente idéntico, que contenga 
doctrina contradictoria y que posibilite la articulación de 
un recurso de casación para unificación de doctrina. Tanto 
en la demanda inicialmente formulada como en el recurso 
de suplicación se invocó el artículo 28.2 de la Constitución 
española, en el que se reconoce el derecho de huelga.

b) Los hechos de los que se parte están recogidos en 
el relato fáctico de la sentencia de instancia y lo incorpora 
al mismo de la Sentencia de éste por el Tribunal Superior 
de Justicia de Aragón a través del fundamento jurídico 
primero. El proceso trata, en resumen, de determinar si 
los servicios mínimos establecidos por la empresa unila-
teralmente después de sucesivos contactos y conversa-
ciones con la representación sindical, en los que no se 
llegó a acuerdo, se extralimitan y, con ello vulneran el 
derecho de huelga, o si por el contrario son ajustados a la 
norma, tal como han declarado las sentencias antes aludi-
das. La composición de los servicios mínimos (nueve traba-
jadores en el centro de Huesca y ocho en el de Almudévar) y 
la justificación de los mismos figura en la documentación 
de la empresa obrante a los folios 72 a 74 de las actuacio-
nes, a los que se remite, para su incorporación al relato 
fáctico, el fundamento primero de la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón. Es, resumidamente, según 
los citados documentos empresariales, la siguiente:

«(justificación general) los servicios mínimos tienen 
por objeto garantizar el soporte mínimo para aquellos 
trabajadores que quieran ejercer su derecho al trabajo y 
garantizar los servicios mínimos para la seguridad de las 
personas y de las cosas, el mantenimiento de los locales 
maquinaria, materias primas y productos acabados y 
cualquier otra atención que fuera necesaria para garanti-
zar la reanudación de la actividad tras la huelga. Los con-
cretos puestos de trabajo incluidos en la relación y la jus-
tificación de cada uno de ellos son, siempre según la 
comunicación empresarial, los siguientes:

Centro de Huesca. Telefonista: para mantener abiertas 
las comunicaciones con el exterior al estar la empresa 
abierta.–Un técnico de mantenimiento de los sistemas 
informáticos es indispensable ya que nuestra empresa 
cuenta con tres sistemas informáticos activos los cuales 
trabajan en red con unos sesenta terminales conectados y 
dada la complejidad del sistema cualquier caída del 
mismo supone que nadie pueda trabajar.–Los vigilantes 
son necesarios para el control de los accesos y control de 
las instalaciones y del resto de las naves y realizan turnos 
rotativos por lo que de los cuatro que figuran sólo estará 
presente uno cada turno de seis horas.–El personal de 
mantenimiento correspondiente a las secciones de acaba-
dos y montaje, que es donde está el producto en curso y 
terminado de más valor por lo que es necesario que se 


